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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por el accionante, señor ALBERTO JAVIER LEMUS GÓMEZ, dentro de la acción de tutela promovida en contra de la Procuraduría Regional de Risaralda, con la cual busca la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, de petición, trabajo digno y justo y mínimo vital.
2.- DEMANDA 

El actor acude al trámite constitucional para censurar lo que ha sido la actuación de la Procuraduría Regional de Risaralda, dentro del proceso disciplinario que se le adelantó por parte de esa entidad.

Señala que se ha omitido responder a la solicitud de nulidad formulada por su apoderado, mediante el recurso de apelación y el incidente de nulidad, los que a la fecha de presentación de la demanda no habían sido tramitados.
Aduce también que se le dejó sin ningún medio de defensa al no decretarse las pruebas solicitadas y al haber desconocido las actuaciones del abogado defensor, a quien por demás, sólo se le reconoció personería jurídica al proferirse el fallo de primera instancia, a pesar de que la solicitud la hizo su abogado el catorce (14) de octubre de dos mil cinco; el recurso de apelación interpuesto por ese profesional fue declarado desierto, con fundamento en las normas del Código de Procedimiento Civil, cuando era obligatorio aplicar las normas del Código Contencioso Administrativo, por cuanto era funcionario de la Rama Administrativa y no de la Judicial como lo entendió la accionada. Por tal razón, se interpuso el recurso de queja. Por demás, manifiesta que le coartó su derecho de defensa cuando en auto del trece (13) de septiembre de dos mil cinco (2005) se anticipó de manera arbitraria e injusta el término para presentar alegatos de conclusión, pues la presentación de tales alegatos se puede hacer hasta antes del fallo de primera instancia, como lo ordena el numeral 8º del artículo 92 del Código Disciplinario Único.
Califica de arbitraria la intervención de la Procuraduría al desplazarse hasta la Oficina de Trabajo de Cartago (Valle del Cauca) y realizar lo que califica de allanamiento, a través de una visita especial, donde no se le notificó personalmente el Auto de Indagación Preliminar y sin dársele a conocer el motivo de la inspección, las razones de la denuncia y el denunciante, y sin tener acceso al expediente, se tomaron declaraciones y documentos de la Inspección del Trabajo, apropiándose irregularmente de pruebas que luego fueron usadas de forma tendenciosa en contra suya. Resalta que hubo desviación respecto del origen de la denuncia, pues se trataba de verificar si su despacho realizaba visitas e imponía sanciones y no de saber si se hacían o no seguimientos. La queja se dirigía contra la SOS de Cartago la que fue desvinculada del proceso al aplicarse indebidamente el poder preferente de la Procuraduría y decretar la ruptura de la unidad procesal.

Censura el hecho de habérsele impuesto una sanción de seis (6) meses de suspensión, al no haber cometido la falta, pues se tomaron las medidas preventivas que se consideraron necesarias conforme al contenido del artículo 486 del Código Sustantivo del Trabajo, donde se establece la discrecionalidad de los Inspectores de Trabajo, fundada en el verbo rector “podrá”. Estima que la Procuraduría prácticamente lo está obligando a renunciar, dado que no puede desempeñar su profesión y se le deja sin la posibilidad de suplir los gastos personales y los de su casa, lo que considera un atentado contra su derecho a la subsistencia de él y de su grupo familiar, al no poderse desempeñar como abogado por razones de impedimento legal. 
Solicita del Juez Constitucional, se analicen las irregularidades procesales y se ordene la tutela de sus derechos fundamentales, por medio de la orden para que se restablezcan en forma transitoria o definitiva para evitar un perjuicio irremediable.
En escrito posterior, vuelve básicamente sobre los puntos anteriormente plasmados y agrega que no era procedente la acción disciplinaria al iniciarse por un comunicado anónimo, de una persona que utilizó un “alias” en Internet, la cual no fue ratificada ni plenamente identificada, pero se le reconoció como sujeto procesal. Agrega que la notificación del fallo fue irregular en vista de que su apoderado no fue citado para tal efecto y mucho menos enterado personalmente de la decisión.

3.- RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

En ejercicio de su derecho de defensa y contradicción, el apoderado de la Procuraduría Regional de Risaralda, se pronunció sobre el contenido de la demanda y para ello, manifestó:
El proceso disciplinario se originó por queja presentada por correo electrónico e inició el quince (15) de enero de dos mil cuatro (2004), luego de practicadas algunas pruebas se profirió auto de apertura de investigación el diecisiete (17) de septiembre de ese año. En providencia del veintiuno (21) de enero de dos mil cinco (2005) se formularon cargos al encartado y finalmente, el veintiocho (28) de octubre siguiente se profirió fallo sancionatorio de primera instancia.
Las solicitudes mencionadas por el disciplinado como no respondidas fueron presentadas luego del fallo de primera instancia. Una de ellas, de manera extemporánea el día treinta (30) de noviembre de dos mil cinco (2005) y la otra, expuesta cuando estaba pendiente la resolución de un recurso de queja, el trece (13) de febrero del presente año. Incluso, señala que hay un escrito adicional del veinte (20) de febrero de dos mil seis (2006). El recurso de apelación fue rechazado por su extemporaneidad y mediante auto del siete (7) de marzo de dos mil seis (2006), la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa, resolvió el recurso de queja y, dispuso el rechazo de la apelación. Significaba lo anterior, que presentados los escritos con posterioridad al fallo de primera instancia, la Procuraduría Regional carecía de competencia para pronunciarse de fondo sobre tales pretensiones en el entendido que producido aquel acto, se perdía competencia funcional para pronunciarse, excepción hecha de los recursos de reposición (en caso de proceder), apelación y queja.
De todas maneras, se refirió el abogado a lo expuesto en el extemporáneo escrito de apelación, sobre las causales de nulidad, para lo cual manifestó: 1) Ausencia de notificación de la indagación preliminar; el expediente se inició contra funcionarios por establecer y no directamente contra el accionante y por ello no había lugar a notificarle tal auto. 2) Improcedencia de la acción disciplinaria; el disciplinado manifestaba que la acción no procedía por anónimos, dado que al quejoso no se le pudo identificar plenamente. Frente a ello, señala que la queja no se presentó como anónima, pues proviene de una persona cuyo nombre es CARLOS LONDOÑO, quien a pesar de no haber sido posible identificar plenamente, dio a conocer hechos precisos que dieron lugar a la formulación de cargos, situación que permitía la iniciación del procedimiento. 3) Desconocimiento del derecho del disciplinado a presentar versión libre en cualquier etapa de la actuación disciplinaria; no existe vulneración del debido proceso porque el disciplinado al rendir su versión libre no fue presionado ni coercionado, estuvo en libertad de expresar sus opiniones, no se le juramentó, se le mencionó el derecho de designar apoderado de oficio, así como el contenido del artículo 33 de la Constitución Política. Además, un profesional del derecho más que nadie conoce sus derechos fundamentales y la liberalidad que tiene de rendir o no la diligencia. 4) Desconocimiento del derecho de presentar alegatos de conclusión antes del fallo de primera instancia; el despacho accionado se remitió a lo decidido en la sentencia C-107 de 2004, donde al analizarse la constitucionalidad de la Ley 734 de 2002, se determinó que el término para alegar era de cinco (5) días. Así, se le notificó debidamente al disciplinado sobre la iniciación del traslado pertinente, sin que él o su apoderado hubieran presentado alegatos de conclusión antes del veintisiete (27) de septiembre de dos mil cinco (2005) cuando feneció el término. 5) Ruptura del principio de unidad procesal; esa fue situación ya definida dentro de la actuación en el auto de formulación de cargos ante petición elevada por el señor LEMUS GÓMEZ. De todas maneras, el hecho de no haberse vinculado a otras personas a la actuación, aunado al hecho de no existir elementos de juicio para hacerlo, ninguna incidencia tiene sobre el debido proceso del disciplinado y hace inocuo el cargo presentado. 6) Inobservancia de las normas que determinan la ritualidad del proceso; la actuación se adelantó dentro de los términos legales, solamente con desbordamiento en la etapa de indagación preliminar, dentro de la cual se practicaron pruebas que ayudaron a proseguir la tramitación y fueron tenidas en cuenta al fallar. Empero, si la ley señala unos términos para proferir los fallos, no quiere decir que si los mismos se profieren fuera de tales lapsos, posean las decisiones vicios de nulidad, cuando lo importante es que las pruebas se hubieren practicado dentro del término legal. 7) Violación al derecho de defensa por negarse solicitud de pruebas; fueron situaciones debidamente resueltas cuando se pidió una prueba siquiátrica por el implicado, la cual fue negada en primera y segunda instancias. 8) Se sancionó por comportamientos no descritos como faltas en la ley; esa es materia que no puede tomar para sí el Juez de tutela, quien no puede volver sobre lo analizado por quien es competente para ello. Sin embargo, los argumentos vertidos por el inspector del trabajo para no imponer a los empleadores requerimientos y sanciones para que cumplieran con sus obligaciones, no fueron de recibo en el trámite disciplinario.
Con fundamento en tales planteamientos, solicitó la declaratoria de improcedencia de la acción instaurada.
4- FALLO 

El señor Juez del conocimiento, tuvo en cuenta lo vertido por el accionante y la contestación del apoderado de la Procuraduría, al momento de pronunciarse sobre la solicitud de amparo elevada. En ese orden de ideas, hizo claridad en que no haría ningún cuestionamiento respecto de la decisión adoptada por la Procuraduría Regional de Risaralda, por escapar al resorte de la jurisdicción constitucional; el sentido del fallo era atribución exclusiva de esa entidad ya que allí reposaban los medios probatorios que le daban apoyo.
En el fondo de la demanda, encontró que tenían rango de constitucionales los derechos a la defensa y al debido proceso, los cuales fueron objeto de análisis para verificar si se había presentado vulneración alguna.

En lo que hacía con el debido proceso, consignó que al revisar todas y cada una de las actuaciones surtidas en la investigación, se observaba que no existía ninguna irregularidad en el trámite del proceso adelantado en contra del señor ALBERTO JAVIER LEMUS GÓMEZ, conclusión a la que llegaba porque muchos de los argumentos expuestos por el accionante habían sido controvertidos dentro del proceso y no podía el Juez Constitucional convertirse en una tercera instancia; no obstante, señalados los puntos pertinentes observó que:

1) En lo referente con la negación de pruebas, era potestad del investigador determinar la pertinencia de los medios probatorios solicitados, al punto que al ser negados, se interpuso recurso de apelación con resultados adversos al disciplinado, con lo cual se habían atendido sus requerimientos y en consecuencia no podía predicarse vulneración del derecho de defensa. 2) Al reconocerse personería jurídica al apoderado durante el fallo, era situación que no coartaba la posibilidad para defender a su pupilo, porque durante el lapso transcurrido entre la presentación del memorial y el reconocimiento de la personería no se hizo ninguna petición a favor del señor LEMUS GÓMEZ. 3) La interposición extemporánea del recurso de apelación fue asunto ampliamente debatido en el proceso disciplinario donde se arribó en primera y segunda instancias a la conclusión de no poderse aceptar. 4) La aplicación de las normas del Código de Procedimiento Civil no implicaba tampoco vulneración del debido proceso, dado que esta codificación es el origen de todos los procedimientos e incluso, el mismo Código Contencioso Administrativo remitía al C.P.C. cuando no hubiera norma que regulara una materia. 5) Lo atinente con el término para los alegatos de conclusión, se había hecho conforme lo señalaba la sentencia C-107 de 2004 y sobre tal punto, no había objeto de pronunciamiento del despacho. 6) El no haberse notificado personalmente al actor el auto que ordenó indagación preliminar, también fue aspecto discutido en el proceso y allí se dijo que al no existir una persona determinada contra quien dirigir la investigación no había forma de notificar tal decisión. 7) En lo que hacía con el denunciante anónimo, así no se conociera el nombre verdadero de la persona, se habían encontrado irregularidades en la oficina del actor, sin embargo, de manera oficiosa se podía adelantar la investigación. 7) Sobre la tipificación de la conducta, era asunto que competía directamente a la entidad accionada, como se había dicho antes. 8) Sobre la no notificación del fallo de primera instancia al apoderado del disciplinado, dijo que era circunstancia que no vulneraba derechos, dado que se notificó de manera personal al actor y su defensor tuvo conocimiento de la decisión al punto que intento presentar recurso de apelación (extemporáneo) y elevó recurso de queja. Estima que el apoderado sabía lo que estaba aconteciendo en el proceso.

Destacó el a-quo  que el actor intervino activamente en el proceso y su defensor actuó desde el momento en que se le reconoció personería jurídica, sin desconocer que el disciplinado es persona que por ser abogado es conocedora de las leyes. Por ello, no era admisible que ahora se pretendiera revivir un proceso que ya fue terminado, porque de hacerse así, se generaría inseguridad jurídica, ante la expectativa de todo ciudadano de recurrir a la acción de tutela cuando el proceso resultara contrario a sus intereses, con lo cual se atenta contra el principio de subsidiaridad que caracteriza a la tutela. De otro lado, el proceso adelantado en la Procuraduría estaba cobijado por la presunción de verdad, legalidad y buena fe, como todas las actuaciones de los agentes del Estado y la decisión a la cual se había arribado era el producto del análisis que se hizo de la actuación del actor como Inspector del Trabajo.
En consecuencia, negó el amparo deprecado.

4.- IMPUGNACIÓN

4.1. Escrito del Accionante 

El Inspector del Trabajo de Cartago (Valle del Cauca), en su calidad de accionante, al sustentar la impugnación se refiere prácticamente a los mismos puntos tocados con anterioridad en los memoriales presentados ante la Procuraduría Regional dentro del proceso administrativo adelantado y en este mismo trámite constitucional: El rechazo del recurso de apelación presentado por su apoderado, sin haberlo notificado de la decisión adoptada, donde arbitrariamente se señaló que no lo presentó dentro de los tres (3) días y aplicándole normas más desfavorables cuando existían otras que permitían la interposición del recurso, pero además, si no lo notificaron cuestiona entonces desde cuándo se empezaron a contar los términos para concluir que el recurso fue presentado de manera extemporánea. Destaca también que ante la insistencia del togado para que se revisara el caso, se le llegó a amenazarlo con acusarlo por temeridad, con lo cual parecería que la Procuraduría está temerosa de revisar el recurso presentado.

Insiste además, en la plena justificación de las conductas por las cuales fue investigado y sancionado, así como la inexistencia de la norma, sobre lo cual dice que se le debió señalar cuál fue la disposición concreta vulnerada y no decir en forma vaga y genérica que violó la Ley y la Constitución por omisión en sus actuaciones, para lo cual itera que la “omisión de seguimiento” no se encuentra descrita en la ley y por tanto las acusaciones son falsas. Vuelve también sobre lo concerniente con no haberse determinado quién era la persona que suministró la información inicial con la cual se dio comienzo a la investigación, lo que en su concepto impedía el trámite por tratarse de un anónimo.
Ataca también lo manifestado por el abogado al descorrer el traslado inicial, en cuanto los alegatos de conclusión ya fueron regulados por la Corte Constitucional en la sentencia C-107 de 2004, información que tacha de falsa y se pregunta desde cuándo tal Corporación se abroga funciones del poder Legislativo que fue claro al establecer que los alegatos de conclusión se presentarían hasta antes del fallo.
Hace un paralelo con un proceso que se le adelanta por la Procuraduría Provincial de Cartago, originado por la denuncia consecuente de dos abogados a quienes el actor denunció. De tal proceso resalta lo coincidente en que quien lo adelanta sea un profesional de apellido ORTIZ, igual al que llevó el proceso objeto de la acción constitucional.

Se apoya en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior de la Judicatura, atinente con la legalidad de la pena y la materialización del derecho de defensa.
4.2. Escrito procedente de la entidad accionada.

Pone de presente que el accionante está trayendo a colación hechos nuevos no puestos en consideración antes del fallo de tutela, como es la presunta omisión de notificación del apoderado del disciplinado, sobre las decisiones adoptadas por la Procuraduría Regional de Risaralda, lo que califica como un medio dilatorio para impedir la ejecución del fallo sancionatorio emitido y ya ejecutoriado. Al respecto, aduce que las normas del estatuto disciplinario establecen que el disciplinado y su defensor constituyen un solo sujeto procesal y no dos por separado, a los que haya que realizar duales notificaciones de las providencias, la que se realice a uno de ellos suple al otro, en ese sentido varios apartes de la Ley 734 de 2002 en su capítulo de notificaciones señalan que las mismas se harán al disciplinado “o” a su defensor y no indican que deban hacerse al disciplinado “y” al defensor.
Señala cómo el artículo 91 de la citada ley establece la obligación del investigado y su defensor si lo tuviere, de señalar la dirección en la cual recibirán las comunicaciones y de informar cualquier cambio de ella, cuya omisión implicará que las comunicaciones se dirijan a la última dirección conocida. En el memorial presentado por el togado, no se consignó ninguna dirección para tal efecto, lo cual constituía una obligación y deber procesal, por lo cual, las notificaciones se surtieron a través del mismo disciplinado, dado que con ello se notificaba al sujeto procesal en conjunto.
Sobre los escritos del togado, itera que no aportan direcciones, dice también que el apoderado ha estado siempre enterado de las decisiones por intermedio de su prohijado, ya que las menciona con lujo de detalles 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
De entrada debe advertir la Sala que del análisis del trámite adelantado, de los alegatos de las partes en esta instancia y del estudio del proceso disciplinario adelantado en contra del accionante, no se puede desprender vulneración de garantías fundamentales que hagan procedente la tutela, tal como en su momento lo advirtió el señor Juez de primer grado.
Se dice así, porque es bien notorio que prácticamente todos los argumentos expuestos a lo largo de la acción constitucional fueron asimismo planteados dentro de la investigación disciplinaria adelantada por la Procuraduría accionada y además, debidamente respondidos mediante los actos procesales pertinentes. En esa dirección, se tiene que mencionar que la tutela es un mecanismo preferente, sumario y subsidiario, que por su naturaleza, no puede convertirse en una tercera instancia donde se puedan ventilar los asuntos que ya fueron debidamente resueltos dentro de la actuación que por este medio se ataca.
Aclarado lo anterior, y ubicada la Sala en que hace con la impugnación propiamente dicha, es necesario resalta que el ataque que se hace, se refiere en concreto a la falta de notificación del abogado que representa los intereses del actor, aspecto que no fue oportunamente debatido en la primera instancia, pero que no obstante, por tratarse de una presunta vulneración del debido proceso en su componente del derecho de defensa, es asunto que por la trascendencia que reviste, debe ser analizado por este Juez Constitucional Colegiado de Segunda instancia.

En ese entendido, se censura que por la falta de una tal notificación a tal sujeto procesal, se declaró la extemporaneidad del recurso de apelación presentado. Sobra decir al respecto, que la decisión que declaró desierto el recurso impetrado, fue debidamente atacada mediante el recurso de queja, el cual fue desatado por el Superior que debía conocer de manera directa el recurso vertical pretendido, autoridad que encontró la actuación surtida por el inferior, ajustada a derecho y en consecuencia la confirmó.
Veamos entonces por qué de tal manera de proceder como se anunció al comienzo, se pregona que no vulneró derechos fundamentales y por consiguiente, genera la declaración de improcedencia de la acción. 

Contrario a lo que acontece por ejemplo, en el proceso penal con el cual se encuentra más familiarizada la Sala por razones obvias, donde es imperativa la notificación tanto al procesado como a su defensor, al revisar las normas que regulan la materia, esa notificación dual no es una exigencia expresamente consagrada en la codificación pertinente, tal como se colige de la lectura del artículo 107 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, del siguiente tenor:
ARTÍCULO 107. NOTIFICACIÓN POR EDICTO. Los autos que deciden la apertura de indagación preliminar e investigación y fallos que no pudieren notificarse personalmente se notificarán por edicto. Para tal efecto, una vez producida la decisión, se citará inmediatamente al disciplinado, por un medio eficaz, a la entidad donde trabaja o a la última dirección registrada en su hoja de vida o a la que aparezca en el proceso disciplinario, con el fin de notificarle el contenido de aquella y, si es sancionatoria, hacerle conocer los recursos que puede interponer. Se dejará constancia secretarial en el expediente sobre el envío de la citación.

Si vencido el término de ocho (8) días a partir del envío de la citación, no comparece el citado, en la Secretaría se fijará edicto por el término de tres (3) días para notificar la providencia.

 

Cuando el procesado ha estado asistido por apoderado, con él se surtirá la notificación personal, previo el procedimiento anterior.

Se desprende de tal dispositivo, que lo primero que se debe hacer, es enviar citación al disciplinado para que se presente a notificarse personalmente del fallo. En este caso, ello efectivamente ocurrió, dado que según se ve en el fl. 106 del cuaderno de anexos, al señor ALBERTO JAVIER LEMUS GÓMEZ, le fue notificado el fallo sancionatorio de primera instancia el día veintitrés (23) de noviembre de dos mil cinco (2005). En el acta que se adelantó, consta con precisión que contra tal decisión procedía el recurso de apelación el cual se debería interponer dentro de los tres (3) días siguientes a tal acto procesal. Se dejó constancia también, en el sentido que al disciplinado se le entregó copia informal del respectivo fallo.
Una inteligencia de la norma transcrita, nos permite concluir que solamente al no ser posible realizar la notificación personal y directa del sujeto pasivo de la acción disciplinaria, se podría acudir a suplir tal manera de comunicación procesal con el abogado defensor, en caso de contarse con un profesional del derecho que actúe en esa calidad. Se dice así, porque a diferencia del proceso penal, donde es obligatoria la defensa técnica del procesado, en el trámite disciplinario no existe perentoriedad en tal sentido y por tanto, es perfectamente válido que el disciplinado enfrente de manera directa el proceso que se adelanta.

En el presente evento, como ya se vio, no se requería de la notificación personal al abogado defensor, por cuanto –entiende la Sala- la norma pertinente estima que existe unidad de interés y por ende, solamente obliga a la notificación de uno de los dos sujetos procesales mas no de ambos al unísono.
Por demás, deben tenerse en cuenta las calidades personales del accionante, persona versada en leyes y procedimientos, como Abogado que es, a quien de manera explícita al notificársele la decisión adoptada se le advirtió de la procedencia del recurso de apelación y del término de tres (3) días para interponerlo. Infortunadamente su intención de acceder a la segunda instancia, se vio truncada por la no interposición de la impugnación dentro del tiempo oportuno.
Dilucidado lo anterior, es pertinente señalar que no compete al Juez de tutela inmiscuirse en las decisiones de fondo adoptadas dentro del proceso disciplinario atacado por este medio, fruto de la valoración autónoma del acervo probatorio realizada por el funcionario competente. Empero, para responder de manera adecuada a la afirmación hecha por el actor de no estar precisamente contemplada en la legislación la infracción que se le endilgó, es necesario recurrir otra vez a las normas del Código Disciplinario Único en cuanto se refiere a la naturaleza y calidad de las faltas sancionables. Allí, en su artículo 50 se define de manera general lo que se considera como faltas graves y para ello se dice:

ARTÍCULO 50. FALTAS GRAVES Y LEVES. Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley.

 

La gravedad o levedad de la falta se establecerá de conformidad con los criterios señalados en el artículo 43 de este código.

 

Los comportamientos previstos en normas constitucionales o legales como causales de mala conducta constituyen falta disciplinaria grave o leve si fueren cometidos a título diferente de dolo o culpa gravísima.

Como es apenas natural, dado que todos los servidores públicos tenemos unas precisas funciones y obligaciones asignadas, sería imposible que todas y cada una de ellas estuvieran definidas y enumeradas en la codificación disciplinaria, razón por la cual se prefiere una redacción que englobe la pluralidad de comportamientos que pueden ser objeto de la sanción disciplinaria. Por demás, la citada disposición ha sido objeto de varios ataques en sede de constitucionalidad, los cuales han resultado inocuos y en consecuencia, ha superado los exámenes a que ha sido sometida
.
En el mismo sentido, debe señalarse que la entidad accionada no hizo cosa diferente a aplicar en el evento estudiado, la normatividad vigente y por tanto, no pueden ser de recibo las reiteradas arremetidas en contra de la modulación efectuada por la Corte sobre los términos para presentar alegatos de conclusión, en cuanto consideró que era necesario remitirse a la parte pertinente del Código de Procedimiento Penal, para lo cual dijo:

En desarrollo de esta norma de reenvío, la solución al caso se consigue mediante la aplicación del artículo 165 del Código de Procedimiento Penal, esto es, entendiendo que el término de traslado para alegar es de cinco (5) días contados a partir de la ejecutoria de la notificación del auto pertinente. Auto que deberá expedirse en concordancia con el artículo 169 de la ley 734 de 2002, a saber: (i) si no hubiere pruebas que practicar, el funcionario de conocimiento proferirá el auto el día siguiente al de la fecha de vencimiento del término para presentar descargos;  (ii) si se decretaron y practicaron pruebas, dicho funcionario expedirá el auto el día siguiente al de la fecha de vencimiento del término probatorio. Quedando así claramente definido el término dentro del cual el investigado puede presentar sus alegatos de conclusión.

Es evidente que una remisión en tal sentido, constituye una garantía para el mismo procesado, dado que señala con claridad un término que había quedado indefinido en la ley, en vista de la importancia que tienen los alegatos que se presenten antes del reestudio formal de la investigación que compete al funcionario fallador, cuando se corre el riesgo de ser presentados los memoriales a último momento, cuando ya se ha producido ese análisis y por consiguiente se ha formado un criterio que no consideró los finales planteamientos plasmados por los sujetos procesales. Por demás, el auto mediante el cual se le corrió el traslado para ese efecto al actor, se profirió en debida forma y se notificó de conformidad con la normatividad que por remisión debía regular la materia, sin que sea posible desconocer el contenido de los artículos 21 y 105 del Código Disciplinario Único que señalan que la notificación por estado, se adelantará conforme lo indica el Código de Procedimiento Civil. 
Con fundamento en los anteriores planteamientos, se impone la confirmación del fallo impugnado.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, que ha sido impugnado. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





Secretaria 
� Cfr. Sentencias C-124 y C-158 de 2003 Magistrados .Ponentes: Jaime Araújo Rentaría y Alfredo Beltrán Sierra, respectivamente.   


� Sentencia C-107 del 10-02-2004, M.P. Jaime Araújo Rentaría
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